
























Bogotá D.C., junio 29 de 2022. 
 
 
Señora  
JUEZ 15 DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ  
E.   S.   D. 
 
 
 

REF.: RADICADO Nº 257546100000201900037 
            SENTENCIADO: YOMAR HERNANDO SANTAFE Y OTROS 
            DELITO: CONCIERTO PARA DELINQUIR y OTRO   
 
 
NÉSTOR ALIRIO DIMATÉ MORENO, abogado en ejercicio, identificado civil y 
profesionalmente como aparece al pie de mi firma, obrando en mi condición de apoderado 
defensor del sentenciado YOMAR HERNANDO SANTAFE dentro del proceso de la 
referencia, a través del presente escrito me permito interponer recurso de APELACIÓN en 
contra de la providencia de fecha 23 de junio de 2022, a través de la cual se le negó la 
Libertad Condicional al sentenciado en mención, recurso que me permitiré sustentar dentro 
del término de ley. 
 
 

Atentamente,  

 
 
NÉSTOR ALIRIO DIMATÉ MORENO 
C.C. N° 349.070 de Cabrera (Cund.) 
T.P. N° 99.103 del C. S. de la J. 
E-mail: nestoradmo@gmail.com 
Celular: 3125962379 
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Bogotá D.C., julio 21 de 2022. 
 
 
Señora  
JUEZ 15 DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ  
E.   S.   D. 
 
 
 
        REF.: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN CON DESTINO AL JUZGADO 

        1° PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE CUNDINAMARCA 
                   RADICADO Nº 257546100000201900037 
                   SENTENCIADO: YOMAR HERNANDO SANTAFE Y OTROS 
                   DELITO: CONCIERTO PARA DELINQUIR y OTRO   
 
 
NÉSTOR ALIRIO DIMATÉ MORENO, abogado en ejercicio, identificado civil y 
profesionalmente como aparece al pie de mi firma, obrando en mi condición de apoderado 
defensor del sentenciado YOMAR HERNANDO SANTAFE dentro del proceso de la 
referencia, a través del presente escrito me permito sustentar el recurso de APELACIÓN 
interpuesto en tiempo en contra de la providencia de fecha 23 de junio de 2022 a través 
de la cual se le negó la Libertad Condicional al sentenciado en mención, recurso vertical 
que tiene por objeto que por parte del Juzgado de Conocimiento se revoque la misma en 
todas sus partes y como consecuencia se otorgue la Libertad Condicional a mi 
patrocinado, el cual que me permito sustentar en los siguientes términos: 
 
 

ASPECTO FÁCTICO-PROCESAL 
 

1. El señor YOMAR HERNANDO SANTAFE fue capturado el 26 de enero del año 
2019, formulándosele imputación por el delito de Concierto para Delinquir en 
concurso heterogéneo con Tráfico de Estupefacientes, cargos que no aceptó. Se 
le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento 
de reclusión.  

2. En virtud a un preacuerdo celebrado con la Fiscalía, el 19 de noviembre del año 
2019 el Juzgado 01 Penal del Circuito Especializado de Cundinamarca lo condenó 
a la pena principal de 70 meses de prisión, negándole los sustitutos de la pena de 
prisión por expresa disposición legal. 

3. Mi patrocinado descuenta pena desde el 26 de enero del año 2019 en el EPC 
ERON-PICOTA de la ciudad de Bogotá D.C. 

4. Durante todo este tiempo de reclusión intramural el condenado ha observado un 
comportamiento ejemplar, demostrando así que el proceso de resocialización ha 
surtido un efecto positivo en su persona, de lo que se colige que se encuentra listo 
para reinsertarse a la sociedad. 

5. Mediante providencia de fecha 23 de junio de 2022 la señora Juez A quo le negó 
la Libertad Condicional a mi patrocinado acudiendo al argumento de “la gravedad 
de la conducta punible”, motivo por el cual se interpuso por esta defensa en contra 
de dicha decisión el recurso vertical de apelación que está siendo sustentado a 
través de estas líneas. 

 
 

DE LA DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 
 

El Juzgado de primera instancia no encuentra reparos en lo que tiene que ver con el 
cumplimiento del aspecto objetivo como quiera que con creces se superan las 3/5 partes 
de la condena, así como tampoco encuentra objeción en lo que concierne al pago de los 
perjuicios en consideración a que no hubo condena por ese concepto. En lo que respecta 
al aspecto subjetivo, relacionado con el comportamiento de YOMAR HERNANDO 
SANTAFÉ en el centro de reclusión, el A quo lo encontró superado, señalando que 



“revisada la documentación allegada, el penado no registra sanción disciplinaria alguna, 
así mismo, fue expedida la Resolución No. 02178 del 10 de marzo de 2022, en donde el 
director del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Bogotá “La Picota”, 
conceptuó favorablemente la libertad condicional del interno, por lo que se desprende 
que éste ha presentado un buen comportamiento al interior del centro carcelario”. (Pag. 
2 providencia de 1ª instancia).  
 
Por el contrario, en lo que atañe al arraigo familiar y social, se indicó, de manera 
equivocada, que el mismo no se encuentra acreditado, indicando que “… a la fecha no 
se ha verificado el mismo, por lo tanto, no surge viable la concesión de la libertad 
condicional; máxime cuando el condenado no ha remitido documentación que acredite 
un vínculo con la familia, la sociedad o el trabajo que permita establecer la viabilidad del 
cumplimiento de los estrictos compromisos que conlleva la concesión del subrogado… 
(Pag. 3 providencia de 1ª instancia). Aclaro que si se aportaron documentos que acreditan 
el arraigo que echa de menos el Juzgado de primera instancia. 
 
En lo que tiene que ver con el requisito de la valoración de la conducta punible, el Juzgado 
A quo indicó que “la misma debe hacerse desde la perspectiva de la necesidad de cumplir 
una pena ya impuesta, en el entendido que la libertad condicional no es un subrogado al 
que se accede de manera automática cuando se cumplen ciertos requisitos formales, 
sino que el mismo depende de la valoración que haga el funcionario judicial encargado 
de la vigilancia de la sanción, en torno a verificar el comportamiento y conducta 
desplegada por el condenado en el centro carcelario frente a los hechos delictuales o si 
se quiere la naturaleza del delito que permite advertir la personalidad del sentenciado, 
con el fin de sopesar si subsiste o no la necesidad de continuar el cumplimiento de los 
fines de la sanción penal, los cuales además apuntan a la readaptación del reo y a la 
protección de la comunidad”. (Pag. 3 providencia de 1ª instancia). 
 
Citó en sustento de su decisión la sentencia C- 757 del 2014 de fecha 15 de octubre de 
2014 emitida por la Corte Constitucional, Magistrada Ponente Dra. Gloria Stella Ortiz 
Delgado, en la cual se estudió la exequibilidad del artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, 
norma que modificó el artículo 64 del Código penal y supeditó el otorgamiento de la 
libertad condicional a la “previa valoración de la conducta punible” y suprimió el término 
“gravedad”, concluyendo la Corte en dicha decisión que el juez de ejecución de penas 
debe tener en cuenta un mayor número de elementos de contexto en relación con la 
conducta punible que pueden ser favorables al condenado, concluyendo de tal modo que 
una norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible 
de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es exequible 
a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación 
de poderes (C.P. art. 113). 
 
Igualmente la primera instancia cita la sentencia con Radicado N° 104604 del 28 de mayo 
de 2019 de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, que sobre este tópico 
refirió que el juez de ejecución de penas debe en primera medida, valorar la conducta 
punible atendiendo a las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez 
penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al 
otorgamiento de la libertad condicional, para luego estudiar las restantes condiciones 
objetivas, contenidas en el artículo 64 del Código Penal, a efecto de determinar la 
concesión o no del beneficio. 
 
Con fundamento en las anteriores consideraciones, la primera instancia decide negar  la 
libertad condicional deprecada señalando que “con base en las circunstancias, elementos 
y consideraciones tenidas en cuenta por el juez fallador en la sentencia condenatoria, la 
valoración de la conducta punible desplegada por el condenado YOMAR HERNANDO 
SANTAFÉ, de cara a su proceso de resocialización impide la concesión del subrogado 
solicitado, toda vez que no pueden perderse de vista las circunstancias en que se 
enmarcó la acción criminal, las cuales fueron referidas por el juzgado fallador de la 
siguiente manera: 



"Los hechos se originaron con información suministrada por fuente humana, a la cual se 
le dio el tratamiento de no formal, por temor a represalias contra su vida, lo que generó 
diferentes labores investigativas las cuales permitieron establecer la existencia de un 
grupo delictual denominado `los Gringos ́ del cual pertenecen aproximadamente once 
(11) personas y que tiene como centro de operaciones los barrios Nuevo Compartir, 
Compartir Central, Horizonte, Cristales y sector La isla del municipio de Soacha -
Cundinamarca; además de algunos barrios de Bogotá D.C., donde ejercían sus acciones 
delictivas de tráfico de sustancias alucinógenas o estupefacientes en menores 
cantidades”. (Pag. 4 providencia de 1ª instancia).  
 
Finalizó agregando que si bien el penado ha cumplido algo más de las 3/5 partes de la 
pena impuesta y ha observado un adecuado comportamiento en prisión, lo cierto es que 
al ponderar tal circunstancia con la entidad de la conducta punible por la que fue 
condenado, la cual quedó evidenciada con lo expuesto con antelación, surge 
incontrastable la necesaria continuidad del cumplimiento de la pena de forma intramural, 
en orden a que se viabilicen sus fines y el condenado interiorice el respeto a los valores 
sociales que transgredió, pues se vislumbra aconsejable que el condenado permanezca 
en reclusión, con miras a que su proceso de resocialización sea concluido de manera 
satisfactoria, dando paso al cumplimiento cabal de los fines de la sanción penal referidos 
a la prevención especial y reinserción social, que operan en la etapa de la ejecución de 
la pena, en orden a que el condenado interiorice el respeto por los múltiples valores 
sociales que transgredió. 

 
 

ARGUMENTOS QUE SIRVEN DE SUSTENTO AL PRESENTE RECURSO 
 
Según lo indica la jurisprudencia, la libertad condicional opera como mecanismo 
sustitutivo de la pena privativa de la libertad en garantía de la dignidad del ser humano 
orientado a la mitigación y la humanización de la sanción punitiva como política criminal 
del Estado, y exige para su concesión determinadas condiciones, de donde surge que 
este constituye un derecho del condenado si las exigencias se cumplen y deja de ser 
posible jurídicamente cuando acontece lo contrario. 
 
Sea lo primero aclarar que, contrario a lo que aseguró el Juzgado A quo en punto a la no 
acreditación del arraigo familiar y social, dicho aspecto sí se demostró con el aporte de 
los documentos correspondientes que fueron allegados junto con la solicitud de libertad 
condicional radicada virtualmente el día 21 de enero de la presente anualidad; dichos 
documentos fueron: i) Declaración extra proceso rendida por la señora Marlén Santafé, 
progenitora del sentenciado, en la cual confirma la dirección de residencia, además de 
mostrarse dispuesta a recibir a su hijo en su hogar en el momento en que sea puesto en 
libertad; ii) Certificación expedida por la JAC del barrio donde se asienta el domicilio del 
sentenciado, en la cual se indica que él y su señora madre residen en el barrio desde 
hace más de 20 años, siendo reconocidos como personas trabajadoras que gozan del 
aprecio de la comunidad; y iii) Factura del servicio público de agua correspondiente al 
inmueble ubicado en la calle 60 B sur N° 18-80, en el cual figura como titular la madre del 
señor SANTAFE; pruebas documentales que sí fueron allegadas y además relacionadas 
en la solicitud de marras, con lo cual queda desvirtuada la afirmación del Juzgado de 
primera instancia en tal sentido. 
   
Adentrándonos en el estudio del subrogado de la libertad condicional, la Ley 1709 de 
2014 establece en su artículo 30 que el Juez, previa valoración de la conducta punible, 
concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad 
cuando haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena y su buena conducta 
durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer 
fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena y que 
demuestre su arraigo familiar y social. 
 
En atención a que la primera instancia deniega la Libertad Condicional al condenado con 
fundamento en la gravedad de la conducta punible cometida por YOMAR HERNANDO 



SANTAFE, debo indicar que sobre este aspecto, la Sala Penal de nuestra H. Corte 
Suprema de Justicia, en decisión reciente con Radicado N° 61471 del 12 de julio de 2022, 
con ponencia del Magistrado Fernando León Bolaños Palacios, en punto al análisis de la 
gravedad de la conducta punible dejó establecidos varios aspectos que convergen a la 
concesión de la libertad condicional cuando la persona condenada ha mostrado durante 
su periodo de reclusión una verdadera voluntad de resocialización a pesar de que la 
conducta objeto de condena revista características de gravedad; al respecto señaló: 
 

(…) “Así las cosas, bien puede afirmarse que, la finalidad de la previsión contenida en el artículo 
64 del Código Penal con sus respectivas modificaciones, no es otra, que relevar al condenado del 
cumplimiento de una porción de la pena que le hubiere sido impuesta, cuando el concreto examen 
del tiempo que ha permanecido privado de la libertad, de sus características individuales y la 
comprobación objetiva de su comportamiento en prisión o en su residencia, permiten concluir que 
en su caso resulta innecesario continuar con la ejecución de la sanción”. 
 
La misma corporación ha venido sosteniendo pacíficamente en reiteradas sentencias de 
tutela que la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y la víctima 
castiguen al condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, sino que debe 
responder a la finalidad constitucional de la resocialización como garantía de la dignidad 
humana, y que no puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional 
la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos protegidos por 
el Derecho Penal, pues este dato debe armonizarse con el comportamiento del procesado 
en prisión y los demás elementos útiles que permitan analizar la necesidad de continuar 
con la ejecución de la pena privativa de la libertad, como lo es, por ejemplo, la 
participación del condenado en las actividades programadas en la estrategia de 
readaptación social en el proceso de resocialización. 
 

Agregó la Corte en la providencia citada que “Lo anterior, está indicando que el solo análisis 
de la modalidad o gravedad de la conducta punible no puede tenerse como motivación suficiente 
para negar la concesión del subrogado penal, como pareció entenderlo el A quo, al asegurar que 
«no se puede pregonar la procedencia del beneficio denominado Libertad Condicional, pues ese 
pronóstico sigue siéndole desfavorable, en atención a la valoración de la conducta, circunstancia 
que no cambiará, (...) su comportamiento delictivo nació grave y no pierde sus características con 
ocasión del proceso de resocialización y rehabilitación dentro del tratamiento penitenciario”. 
 
Ampliando y ratificando esa misma postura, al interpretar la Sentencia C-757 de 2014, la 
alta corporación más adelante señaló:  

“Sin embargo, como ya indicó, el análisis de la modalidad de las conductas no puede agotarse en 
su gravedad y tampoco se erige en el único factor para determinar la concesión o no del beneficio 
punitivo, pues ello contraría el principio de dignidad humana que irradia todo el ordenamiento 
penal, dado el carácter antropocéntrico que orienta el Estado Social de Derecho adoptado por 
Colombia en la Constitución Política de 1991; y al mismo tiempo desvirtuaría toda función del 
tratamiento penitenciario orientado a la resocialización. 
 
La anterior es una de las maneras más razonables de interpretar lo expresado por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-757 de 2014 (declaró exequible la expresión: «previa valoración 
de la conducta» del artículo 64 del Código o Penal), en el sentido que al analizar la procedencia de 
la libertad condicional el Juez de Ejecución de Penas deberá: «establecer la necesidad de continuar 
con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario del condenado.» 
 
Ahora, en lo que hace relación a la función resocializadora como principio fundamental 
de la sanción penal, enfatizó:  
 

“Es así como el examen de la conducta por la que se emitió condena debe ponderarse con el fin 
de prevención especial y el de readaptación a la sociedad por parte del sentenciado, pues no de 
otra forma se cumple con el fin primordial establecido para la sanción privativa de la libertad, que 
no es otro distinto a la recuperación y reinserción del infractor, tal como lo estipulan los artículos 



6° numeral 5° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 10° numeral 3° del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, integrados a nuestro ordenamiento interno por virtud 
del Bloque de Constitucionalidad (Artículo 93 de la Constitución Nacional). 
 
Corolario de ello, un juicio de ponderación para determinar la necesidad de continuar con la 
ejecución de la sanción privativa de la libertad, debe asignarle un peso importante al proceso de 
readaptación y resocialización del interno, sobre aspectos como la escueta gravedad de la 
conducta (analizada en forma individual); pues si así no fuera, la retribución justa podría 
traducirse en decisiones semejantes a una respuesta de venganza colectiva, que en nada 
contribuyen con la reconstrucción del tejido social y anulan la dignidad del ser humano. 
 
Así ha sido reconocido internacionalmente, entre otros en las «Reglas Mínimas para el 
tratamiento de los reclusos», que estableció como principio rector aplicable al proceso de los 
condenados, la necesidad de que «[e]n el tratamiento no se deberá recalcar el hecho de la 
exclusión de los reclusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que continúan formando 
parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, en lo posible, a la cooperación de organismos de la 
comunidad que ayuden  al personal del establecimiento en su tarea de rehabilitación social de los 
reclusos ...» 
 
Motivo por el que, en el mismo cuerpo normativo, respecto al tratamiento penitenciario se 
consignó, debe tener por objeto «inculcarles la voluntad de vivir conforme a la ley, mantenerse 
con el producto de su trabajo, y crear en ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará 
encaminado a fomentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de 
responsabilidad.» 
 
Bajo ese entendido, la prisión debe entenderse como parte de un proceso que busca, no solamente 
los aspectos draconianos de las sanciones penales; entre ellos, que el conglomerado se comporte 
normativamente (prevención general); y que, tras recibir la retribución justa, el condenado no 
vuelva a delinquir (prevención especial); aunado a tales aspectos, las penas, en especial las 
restrictivas de la libertad, también se deben encaminar a que el condenado se prepare para la 
reinserción social, fin este que conlleva necesariamente a que el tratamiento penitenciario y el 
comportamiento del condenado durante este, sea valorado, analizado, estudiado y tenga 
consecuencias en la manera en que se ejecuta la sanción. 
 
Lo anterior, justamente con el fin de incentivar en el infractor, esperanza y motivos para participar 
en su proceso de reinserción, asegurar la progresividad del tratamiento penitenciario, así como 
para brindar herramientas útiles al penado que le permitan prepararse para retornar a la vida en 
sociedad cuando recobre la libertad. 
 
Entenderlo de otra manera, sería tanto como establecer una prohibición generalizada que no ha 
sido prevista por el legislador para todos aquellos eventos en los que la conducta se evidencie 
objetivamente grave. 
 
(…) 
En ese orden de ideas, entender que la gravedad objetiva de la conducta es sinónimo de negación 
de la libertad condicional, equivaldría a extender los efectos de una prohibición normativa 
específica, sobre todos los casos que se estimen de notoria gravedad, sin haber sido así previsto 
en la ley; y tal expansión no es compatible con los derechos fundamentales de los condenados; 
pues los dejaría sin la expectativa de que su arrepentimiento e interés de cambio sean factores a 
valorar durante el tratamiento penitenciario, erradicando los incentivos y con ello, el interés en la 
resocialización, pues lo único que quedaría, es el cumplimiento total de la pena al interior de un 
establecimiento carcelario”. 
 
Bajo las anteriores consideraciones, debemos entender que el examen sobre la gravedad 
de la conducta debe afrontarse de cara a la necesidad de cumplir una sanción ya 
impuesta, por lo que no se trata de realizar un mero y aislado examen de la gravedad de 



la conducta, sino de un estudio de su personalidad actual basada en el comportamiento 
durante su tratamiento penitenciario, para de esta forma evaluar si el proceso de 
readaptación social ha arrojado resultados positivos y por ende favorables al condenado; 
de suerte que si su comportamiento en reclusión ha sido ejemplar, lo cual es indicativo 
de un eficiente proceso de resocialización, sin que sea viable negarle dicho beneficio 
únicamente con fundamento en la valoración hecha respecto a la gravedad de la 
conducta por él cometida. 
 
Así, atendiendo la jurisprudencia referida, en el caso presente se evidencia que el 
comportamiento del sentenciado en reclusión es indicativo de un eficiente y positivo 
proceso de resocialización, y por ende de la no necesidad de la ejecución de la totalidad 
de la pena intramural, aspecto que se determina con las certificaciones que se expidieron 
por las directivas del centro de reclusión sobre el adecuado comportamiento de YOMAR 
HERNANDO SANTAFE durante el tiempo que lleva en prisión, establecimiento que 
refiere que el condenado ha observado conducta buena y ejemplar, por lo que conceptúa 
favorablemente el otorgamiento del subrogado en comento, circunstancias que permiten 
suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar, en este caso, la ejecución 
intramuros de la pena impuesta. 
 
En conclusión, si la pena de prisión se debe orientar primordialmente a la resocialización 
del sentenciado, y en este caso su buena conducta desplegada durante las más de tres 
quintas partes de la ejecución de la pena de prisión hacen suponer su cooperación 
voluntaria para lograrla, siendo evidente en este caso que el legislador entregó una 
alternativa al sentenciado que permite contar con su autonomía, dándole de tal manera 
desarrollo armónico a los postulados del Estado Social y Democrático de Derecho. De 
ahí entonces que la buena conducta o cooperación voluntaria al proceso de 
resocialización, durante un tiempo determinado, le permite al Juzgado Ad quem deducir 
que no existe necesidad para continuar con la ejecución de la pena intramuros, y así 
solicito declararlo a la segunda instancia. Concluir lo contrario sería borrar de un tajo los 
fundamentos constitucionales y legales que tuvo el legislador al consagrar el subrogado 
de la Libertad Condicional, que propende por brindar una nueva oportunidad a quien 
demuestra con creces haber sufrido un efecto positivo en el propósito de resocialización 
como fundamento de la pena privativa de la libertad.  
 
Sirvan los anteriores argumentos para reiterar mi solicitud inicial, rogando a la segunda 
instancia se sirva revocar la providencia impugnada, y en su lugar conceda la Libertad 
Condicional a YOMAR HERNANDO SANTAFE bajo las condiciones que a bien se tenga 
imponerle, de manera que pueda regresar al seno de su hogar donde su esposa e hijos 
lo esperan. 
 
Atentamente,  

 
 
NÉSTOR ALIRIO DIMATÉ MORENO 
C.C. N° 349.070 de Cabrera (Cund.) 
T.P. N° 99.103 del C. S. de la J. 
E-mail: nestoradmo@gmail.com 
Celular: 3125962379 
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